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 b) -

           

       -
-

             se 

-

-

 “La decisión administrativa que desestima en cuanto al fondo 
un recurso extemporáneo, tramitado en el caso como denuncia de 
ilegitimidad, no es susceptible de ser impugnada en sede judicial, 
ya que, al haber dejado vencer el interesado el término para deducir 
los recursos administrativos, ha quedado clausurada la vía recursiva 
y, por ende, la posibilidad de agotar la vía administrativa, requisito 
insoslayable para la habilitación de la instancia judicial”

“El sostener la no revisabilidad judicial del 
acto que rechaza en cuanto al fondo un recurso extemporáneo, tra-
mitado como denuncia de ilegitimidad, no causa lesión al derecho 
de defensa de la recurrente, pues esta garantía no ampara la negli-
gencia de las partes, de modo que quien ha tenido la oportunidad de 
ejercer sus derechos responde por la omisión que le es imputable”.

-
dad administrativa y, a través de él, el respeto de los derechos e 
intereses de los administrados”.
Debo señalar que el Superior Tribunal de Justicia de Corrientes, 
luego de haber seguido el criterio sentado en “Gorordo” in re 
“Fernández, Gustavo Javier c/Municipalidad de la Ciudad de 
Corrientes s/Recurso Facultativo” Expte. Nº 256/8, abandonó 
dicho criterio entendiendo factible de revisión judicial el acto 
que resuelve un recurso extemporáneo tramitado como “de-
nuncia de ilegitimidad” en Expte. STD 618/9, Interlocutorio N° 
357 del 13/05/2011, en autos “GOMEZ JULIO RAMON C/ ES-
TADO DE LA PCIA. DE CORRIENTES S/ ACCION CONTENCIOSA 
ADMINISTRATIVA”. Entre los argumentos que da el Tribunal 
se encuentra el que entiende que cuando la Administración ha 
tramitado la denuncia de ilegitimidad, habría saneado el proce-
dimiento y con él purgado la extemporaneidad. Sin embargo, 
entiendo erróneo dicho fundamento, pues la denuncia de ilegi-
timidad, tanto en la Provincia de Corrientes – art. 15 Ley 3.460 
– como en el orden federal – art. 1°, inciso e), apartado 6° Ley 
19.549 – suponen la necesidad de resolverla de modo expre-
so, sin que de allí se derive una purga del plazo vencido. La 
diferencia estriba – como bien lo señala la Corte en “Gorordo” 
- que el acto que resuelva la denuncia de ilegitimidad no será 
revisable judicialmente, pues se ha perdido el “derecho” al dejar 
vencer el plazo para deducir el recurso administrativo corres-
pondiente, pero no impone la “no” resolución en sede adminis-
trativa de la referida denuncia.
Distinto sería el caso en que, interpuesto el recurso de modo 
extemporáneo, la Administración no advirtiera tal circunstancia 
y lo tramitara y resolviera como recurso. En ese caso si queda-
ría purgada la extemporaneidad, tal como lo señalara la Procu-
ración del Tesoro de la Nación cuando expresara que: “…

CSJN, 04/02/1999, “Gorordo Allaria de Kralj, Haydée M. c. Mi-
nisterio de Cultura y Educación”, 322:73. Agregó que: “La no re-
visabilidad judicial del acto que rechaza en cuanto al fondo una 
denuncia de ilegitimidad se deriva de su condición de remedio 
extraordinario previsto por el ordenamiento jurídico con el pro-
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-

“EROS 
S.R.L. C/ DIRECCIÓN PROVINCIAL DE ENERGÍA Y ESTADO DE LA 

 c) -

-

  
  -

       “ …5°) Que, aclarado lo expuesto, corresponde re-

del reclamo administrativo previo es producir una etapa conciliatoria 
anterior al pleito, dar a la administración la posibilidad de revisar el 
caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad de lo 
actuado (Fallos: 314:725 y 324:3335). Asimismo, el Tribunal ha se-
ñalado en ocasiones anteriores que la exigencia de la reclamación 
administrativa previa tiene por objeto sustraer a los entes estatales 
de la instancia judicial en una medida compatible con la integridad 
de los derechos, evitando juicios innecesarios, y constituye una fa-
cultad que puede ser renunciada y de la que se puede prescindir 

otros), pues son inadmisibles las conclusiones que conducen a un 
-

nistrativo y jurisdiccional …”.
-
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Una vez abierta la vía recursiva (aún con relación a actos irre-
curribles), corresponde resolver el recurso en trámite en virtud 
de que habiendo la Administración habilitado el procedimiento 

-
ble producir una retroacción que cambie su rumbo” (conf. Dict. 
241:48; 242:112; 247:479; 249:465; 252:48; 255:586; 267:79). 

-
-

      

sine qua non -

-

                

            -
-

no procede la 
revisión jurisdiccional respecto de los actos que sean reproducción 
de otros anteriores que hayan sido consentidos expresamente por el 
interesado

“… producir una etapa conciliato-
ria anterior al pleito, dando a la Administración la posibilidad de revi-

visar el caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad 
de lo actuado”.

-

-

CIENCIAS JURÍDICAS Y POLÍTICAS REVISTA CONEXIONES



-
-
-

“Para que 
el órgano jurisdiccional contenciosoadministrativo pueda examinar 
el fondo de la pretensión, el actor debe cumplir las condiciones de 
admisibilidad establecidas en el Cód. Procesal y los requisitos espe-

“Dada la 
condición de presupuesto procesal del plazo de caducidad estable-
cido en el              , el juez de 1ª instancia está facul-

contrario 
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  reiniciándose el plazo respec-

iniciador

III- CARACTERES DEL ACTO ADMINISTRATIVO, ESTABILIDAD Y 
FIRMEZA

-
iuris tantum -

-

-

          

          

“En virtud de lo dispuesto por el    
 se presume que toda 

PROVINCIA DE CORRIENTES S/ DEMANDA CONTENCIOSA ADMI-
NISTRATIVA”

  “Los actos guber-
namentales gozan de la presunción de validez y no admiten descali-

      “No carecía de la correspondiente presunción de le-
gitimidad  y el recurrente debió acatarlo y prestar los servicios res-
pectivos  el acto administrativo por el que se le dio un nuevo desti-
no dentro del ámbito universitario, si el actor no acreditó ni arguyó 
seriamente que dicho cargo fuera de menor jerarquía o importara 
disminuir sus emolumentos o su situación presupuestaria, ni que el 

de cesantía encubierta, circunstancia que debe ser invocada y proba-
da en cada caso, máxime que la resolución por la que se dispuso la 
medida no aparece ostensiblemente desprovista de fundamentos”.
             art. 12 de la ley 
19.549     la actividad de la Administración guarda 
conformidad con el ordenamiento jurídico. Dicha presunción subsis-
te hasta tanto no se declare lo contrario por el órgano competente”.

-

-

-

   
      -

-

art. 25 de la ley 19.549

      “in limine” la pretensión, pues su falta no requiere la expre-
sa denuncia del demandado...”.

“Los actos administrativos no 
impugnados judicialmente en el plazo que dispone el art. 25 de la 
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debido a la caducidad operada”,

IV- VALIDEZ CONSTITUCIONAL  DE LOS PLAZOS DE CADUCIDAD

-

“...
Cuando se opera la caducidad de la instancia procesal administra-
tiva la cuestión queda incluida dentro de la zona de reserva de los 
otros poderes y sustraída al conocimiento del órgano jurisdiccional”

  
constituyen una prerrogativa procesal propia de la 

Administración Pública, consecuencia del denominado régimen exorbi-
tante del derecho privado que impera en la relación ius administrativa”.

“La limitación temporal 

                       “En consecuencia, 
si el acto administrativo que se ataca no fue oportunamente impug-
nado por vía judicial, no es admisible la acción por cobro de pesos o 
reclamo de daños y perjuicios basados en el accionar ilegítimo de la 
administración”.

     “La actuación del Poder Judicial en situaciones don-
de se ha producido la caducidad de la acción procesal administrati-
va, violaría el principio de la división de poderes”.

-
 “Los plazos de caducidad previstos en el art. 

25 de la ley 19.549

del ejercicio de la acción procesal administrativa prevista en el art. 
25 de la ley 19.549 no es susceptible de impugnación constitucional, 
toda vez que constituye una reglamentación razonable del derecho 
de defensa en juicio en tanto no lo suprime, desnaturaliza o allana”.

 “La exis-

por la necesidad de dar seguridad jurídica y estabilidad a los actos 
administrativos. Se trata de evitar una incertidumbre continua en el 
desenvolvimiento de la actividad de la administración, pues de lo 
contrario se afectaría el principio constitucional de la seguridad jurí-
dica, que constituye una de las bases de nuestro ordenamiento, cuya 
tutela compete a los jueces”.

              “Al en-

del actor- en razón de encontrarse cumplido el plazo previsto por el 
art. 25 de la ley 19.549, no corresponde volver a examinarla en la 
presente causa pues ello importaría hacer revivir un derecho que se 
encuentra extinguido debido a la caducidad operada a raíz de la falta 
de impugnación oportuna”.

V- CARÁCTER ACCESORIO DE LA PRETENSIÓN RESARCITO-
RIA DERIVADA DE UN ACTO ADMINISTRATIVO REPUTADO ILE-
GÍTIMO MÁS NO IMPUGNADO OPORTUNAMENTE.

-

-
-
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-
vable para la procedencia de dicha acción”.

-

               

“Si se advierte que la ilegitimidad del acto 
administrativo de cesantía de un agente resulta ser la causa de la 
obligación de reparar los daños reclamados, cabe concluir que el 

491

“Los actos administrativos no impugnados 
judicialmente en el plazo que establece el art. 25, ley 19549, devienen 

operada, razón por la cual, en tal caso, no es admisible la acción por 
cobro de pesos o el reclamo de los daños y perjuicios basados en el 
accionar                     

“Cuando se demanda el pago de daños y per-
juicios cuyo origen se encuentra en actos administrativos ilegítimos 
es preciso que, previamente, se declare esa ilegitimidad, y resulta in-
admisible el reclamo de daños y perjuicios basado en el accionar 
ilícito de la Administración, si éste consiste en actos administrativos 
que no fueron impugnados judicialmente por el interesado, y es con-
gruente con ese criterio seguir un temperamento similar, cuando si 
bien las impugnaciones fueron intentadas, 

ilícito de la Administración...”

     han sido desestimadas”.
“Los actos administrativos no impugnados 

judicialmente en el plazo que establece el artículo 25 de la ley 19.549, 

caducidad operada, razón por la cual, en tal caso, no es admisible la 
acción por cobro de pesos o el reclamo de los daños y perjuicios ba-
sados en el accionar ilícito de la Administración, conclusión que es 
la consecuencia lógica de la naturaleza accesoria -en el ámbito del 
derecho administrativo- de pretensiones como las antes indicadas 
respecto de la acción de nulidad, en virtud de la presunción de legiti-

midad que ostentan los actos administrativos (art. 12 de la ley 
19.549), por cuyo mérito se presume que toda la actividad de la 
administración guarda conformidad con el ordenamiento jurídico, 
presunción que subsiste en tanto no se declare lo contrario por el 
órgano competente “Al no haber-
se cuestionado judicialmente la resolución 1127/00 del Ministerio 
de Desarrollo Social y Medio Ambiente mediante la cual se rechazó 
el recurso jerárquico interpuesto contra la decisión de la Comisión 
de Tierras Fiscales Nacionales de resolver el compromiso de com-
praventa celebrado, no es posible reclamar el resarcimiento de los 
daños y perjuicios por el obrar ilegítimo de la Administración, y una 
solución contraria implicaría un atentado contra la seguridad jurídi-
ca en la medida en que importaría hacer revivir un derecho extingui-
do y la acción deducida constituiría, en tal caso, un recurso contra un 

VI.- LA EXISTENCIA DE DENEGACIÓN EXPRESA DEL RECLAMO 
Y/O DEL RECURSO DESESTIMADO, Y LOS CASOS DE DENEGA-
CIÓN TÁCITA POR SILENCIO.

“Antes de iniciar las acciones 
-

nistrativo. El mismo quedará cumplido con el agotamiento de los 
recursos previstos en la ley 3460 o con el trámite previsto en el art. 
112 de dicha ley, según el caso”.

-

-

a.
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-
b.

“…si 
bien los plazos de caducidad del recurso previstos en el artículo 223 
de la ley 3460 sólo aluden a dos supuestos, uno es el vencimiento 
del plazo establecido en el artículo 222, esto es, la denegación tácita 
en la reclamación previa y otro cuando la autoridad competente se 
expidió en forma expresa, está claro que, la enunciación contenida 
en el artículo 222 no es taxativa, pues la reclamación previa puede 
tener lugar por la vía impugnativa, o bien, mediante simple petición, 
pudiendo darse en ésta iguales circunstancias, retardación o pro-
nunciamiento expreso. Y, concluir que en dichos casos no se apli-
can los plazos de caducidad, sujetándolos solamente al mayor de 
prescripción, importa crear categorías diferenciadas entre quienes 
promuevan juicios contra el Estado, según cumplimenten o no el re-
clamo previo así entendido. Distinción que, si bien parecería surgir 
de los mencionados artículos 222 y 223 de la ley 3460, se desvane-
ce si se interpretan éstos en forma congruente con el artículo 10 de 
la ley 4106, que al exigir el reclamo previo, señala que se considera 
cumplido con el agotamiento de los recursos administrativos pre-

artículo 112 de la misma ley de procedimientos, esto es, cuando no 
hay recurso sino simple petición a la Administración y esta guar-
da silencio, porque ante decisión denegatoria expresa, obviamente, 
queda expedita la vía judicial…”

-

Art. 189  a) b) Revocatoria c) 
d) e) 

“…transcurrido el 
se tendrá por ago-

tada la instancia administrativa a los efectos del art. 222, quedando 
expedita la vía judicial   …”
“Vencidos que fueren los plazos respectivos sea para . . . dé cumpli-
miento a lo ordenado en el recurso por mora, se considerará agotada 
la reclamación administrativa previa y expedita la acción contencio-
sa que correspondiere para reclamar en sede judicial, lo que se hu-
biere peticionado sin resultado en la instancia administrativa”.

-

-
-

“… es producir una etapa conciliato-
ria anterior al pleito, dar a la administración la posibilidad de revisar 
el caso, salvar algún error y promover el control de legitimidad de 
lo actuado, propósito fundado en motivos de indudable prudencia 
que aconsejan que el Fisco no sea llevado a juicio sin haber tenido 
previamente la posibilidad de tomar conocimiento de los extremos 
en los que el particular sustenta su reclamación y evaluarlos para 
pronunciarse sobre su procedencia”

si correspondiere

-
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           “La circuns-
tancia de haber intentado el actor la satisfacción de su reclamo en 
sede administrativa, aunque no estaba obligado a hacerlo para habi-
litar la instancia judicial, no puede, de ninguna manera, desmejorar 
su situación procesal ni coartarle su acceso a la jurisdicción”.

garantía de tutela ad-
ministrativa - y judicial - efectiva

         “… la garantía a la tutela adminis-
trativa y judicial efectiva, que supone la posibilidad de ocurrir ante 
los tribunales de justicia -y ante las autoridades administrativas 
competentes- y obtener de ellos sentencia o decisión útil relativa a 
los derechos de los particulares o litigantes y que requiere, por sobre 
todas las cosas, que no se prive a nadie arbitrariamente de la ade-
cuada y oportuna tutela de los derechos que pudieren eventualmen-
te asistirle sino por medio de un proceso -o procedimiento- conduci-
do en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia -o 
decisión fundada…”.

-
-

“Galián c/Provincia de Corrientes” -
             “Resulta 

irrazonable que mediando una manifestación inequívoca y expresa 
del recurrente impugnando un acto o decisión de la Administración, 

presuma por vía legal su renuncia, cuando el órgano no cumple con 
su obligación de resolver dentro del plazo y el interesado no urge la 
decisión. En efecto, atribuir a esa renuncia por el art. 44 del Código 
Contencioso administrativo de la Provincia de Corrientes al hecho 
de no haber urgido el procedimiento ante el silencio del órgano, no 

guarda coherencia con las reglas generales del procedimiento, pre-
mia la actitud negligente de la Administración, importa un trato des-
igual no razonable de los sujetos de la relación de derecho público 
y atenta contra la garantía de la defensa establecida en el art. 18 de 
la Constitución Nacional”.

“… Atenta contra 
la garantía de defensa en juicio -art. 18, Constitución Nacional- la 
sentencia que declaró inadmisible una demanda judicial por falta 
de agotamiento de la vía administrativa, pese al silencio guardado 
frente a un pedido de pronto despacho, pues tal silencio constituye 
un derecho a su favor, y no una carga que se le imponga y cuya 
inobservancia revierta en su perjuicio, agravando el daño ocasio-
nado por el incumplimiento de la Administración…”, 

extraordinario, la que declaró inadmisible una demanda judicial por 
falta de agotamiento de la vía administrativa, pese al silencio guar-
dado por la Administración frente a un pedido de pronto despacho, 
ya que aplicó una norma legal que no regía para el caso -art. 118, 
Código de Procedimientos Administrativos provincial-, privando al 
administrado del acceso a la jurisdicción -

ue, según surge de la sentencia, el a quo consideró que 
el término para interponer la acción judicial había comenzado a co-
rrer a partir del vencimiento del plazo que tenía la Administración 
para pronunciarse respecto del primer recurso jerárquico, pues en 

tal como lo prevé el art. 112 de la ley 3460
“… Lo dicho por la recurrente para concluir en la 

inaplicabilidad del plazo de caducidad frente a una denegación tá-
cita por silencio, comporta una inteligencia de las reglas aplicables 
imbuida por el principio de “in dubio pro actione” -rector en la mate-
ria y destacado por esta Corte al pronunciarse en la causa G.31.XXII. 

c. Dirección de Vialidad de la Provincia de Corrientes”
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“Guerrero, Luis Ramón c. Municipalidad de Córdoba”, del 8 de agosto 
de 1989-, que -
máticas y sin precisar norma alguna que, en el orden local, impusiera 
de modo expreso la solución que adopta en el fallo. A ello cabe agre-
gar que en casos que presentan sustancial analogía con el de autos, 

-
puesto de denegación tácita cuando la propia Administración, aunque 
tardíamente, decide conocer sobre el fondo de la pretensión formula-
da y la resuelve explícitamente (Fallos: 295:276; 299:344 y 308:838)…”.

“…Corresponde dejar sin efecto la sentencia que hace lugar a la ex-
cepción de caducidad de la acción opuesta por la repartición estatal 
demandada, al considerar por razones de seguridad jurídica, la no 
interrupción o suspensión de los plazos de caducidad, pues con-

posibilidad de accionar, sólo es imputable a la Administración, que 

expresa requerida por el interesado…”.
          “…resul-

ta inaceptable que sea el propio órgano administrativo a quien la ley 
confía, en primer lugar, la atribución de decidir… sobre la petición for-
mulada, quien, mediante una prolongada demora en la observancia 
de su cometido -en el caso, dos años a noviembre de 2006- termine 
produciendo nada menos que lo que el legislador, con toda evidencia, 
quiso evitar…” -

-

“… 
el criterio que aquí se propicia resulta congruente con el adoptado 
por la Corte en Fallos: 315:656; 316:2477 y 318:1349, al intervenir 
en instancia extraordinaria, cuando dejó sin efecto sentencias de 
tribunales provinciales que aplicaban plazos de caducidad para ini-

ciar la demanda contencioso administrativa mediando silencio de 
la Administración. En tales casos, los jueces locales entendían que 
el término para iniciar el proceso judicial comenzaba a transcurrir a 

formal y poner de relieve una interpretación de las reglas aplicables 
contrarias al principio in dubio pro actione, rector en la materia, seña-
lando, a su vez, que el criterio cuestionado premiaba la actitud negli-

-
gura del silencio administrativo, instituida, claramente, en su favor…”.

“…El control de constitucionalidad de las normas es uno 
eclara-

ción de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de 
suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones 
susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, 
debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, qué sólo 
debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucio-

No 
corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 31 de la LNPA, 
en tanto no se condiciona el acceso a la justicia cuando la Adminis-
tración no se pronuncia, debiéndose habilitar la instancia judicial 
a pesar de que la demanda se haya entablado luego del plazo de 
caducidad del art. 25 LNPA, ya que la imposición de un plazo de ca-
ducidad para demandar frente al silencio administrativo no es con-

26 de la LNPA, ni el modo de contar el plazo de caducidad previsto 
en el art. 25 de la LNPA para deducir la demanda, pues en los su-
puestos contemplados en este artículo dicho término se computa a 

en 
el supuesto del silencio no podría dar comienzo por la inexistencia 

Es obligación de la Administración decidir
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las cuestiones que se le planteen en término (art. 1 LNPA), por lo que 
frente al silencio, el particular tiene la opción de esperar el dictado 
de la resolución o bien acudir a la instancia administrativa o judicial 
que corresponda, pues cuenta con un medio idóneo para la protec-
ción de sus derechos frente a la actitud pasiva que lo perjudica -

-
                   

“La aplicación de estos plazos de caducidad solo rige cuando 
existe un acto expreso del Estado, dictado en la vía impugnatoria o 
en la reclamatoria. Así lo ha dejado claro la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación en la causa “Biosystems”.

-

-

“…. 
La competencia de los órganos administrativos será la que resulte, 
según los casos, de la Constitución Nacional, de las leyes y de los 
reglamentos dictados en su consecuencia. Su ejercicio constituye 
una obligación de la autoridad y del órgano competente…” -

-

-
                            

in dubio pro actione

-

-

-
-
-

-
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-

-
-

VII.- CONCLUSIONES

-

-

-

-

-

pro actione
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